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U n a m i g o
me reveló su dis-
gusto por la situa-
ción que afecta al
Instituto Nacio-
nal, donde estu-
diaron él y com-
pañeros con quie-
nes se reúne cada
cierto tiempo a
comer. Todos es-
tán decepciona-
dos. Establecimiento que cumplirá
212 años desde su fundación, el 10 de
agosto de 1813, aunque comenzó a
funcionar seis años después. Desta-
cadas personalidades que conduje-
ron el proceso de independencia
concordaron constituirlo —fusio-
nando instituciones existentes— con
el objeto de que sus estudiantes ad-
quirieran una sólida formación co-
mo ciudadanos, para sustentar la re-
pública que se pensaba implemen-
tar. Con el pasar de décadas fue con-
solidándose, con
la participación
de profesores na-
cionales y extran-
jeros, adquiriendo
su enseñanza,
gradualmente, un
perfil más moderno, acorde con mo-
delos europeos.

Desde entonces pasó a ser un co-
legio de excelencia, incluso igualán-
dose y hasta superando a veces a los
colegios particulares. Si bien fue pre-
ferido por sectores de élite en el siglo
XIX, en el siguiente incorporó a
alumnos de otros sectores sociales,
para lo cual amplió su infraestructu-
ra y vacantes, y contribuyó a confor-
mar una clase dirigente diversa.

Dieciocho de los 34 presidentes
que ha tenido Chile egresaron de sus
aulas; una alta cantidad de parla-
mentarios, ministros, dirigentes po-
líticos y empresariales, y 34 premios
nacionales. La certificación de “insti-
tutano” era señal de una persona ci-
vilizada, con buenas formas, a la cual

se abrían puertas, máxime para in-
gresar a la universidad u otra institu-
ción de educación superior. Pero
desde hace poco, su decadencia co-
menzó a expresarse en varios senti-
dos. En su infraestructura, por de
pronto, y más gravemente en el ren-
dimiento de sus alumnos, según
constatan los resultados de la prueba
de ingreso universitario. Mientras
en 2010 obtuvo 54 puntajes naciona-
les, solo fueron 3 en 2021. El 2015 fi-
guraba en el lugar 40 del ranking de
admisión universitaria; descendió al
132 en 2022. 

Exalumnos han señalado en la
prensa que se trata de un proceso
multifactorial, siendo los elementos
más relevantes la falta de recursos
para sostener una educación pública
de calidad y la conducta agresiva de
los alumnos, que se habría iniciado
con la “sublevación pingüina” del
2006, que si bien se expandió por el
país, el Instituto fue un centro neu-

rálgico y su toma
generó un conflic-
to con sus autori-
dades. A esa prác-
tica se fueron su-
mando los paros
prolongados, los

enfrentamientos con carabineros y
las bombas molotov arrojadas por
los “overoles blancos”. Se despresti-
gió, descendiendo su matrícula y el
rendimiento de los alumnos. Hay un
problema institucional, ciertamente,
pero también es de carácter nacional.
El liceo históricamente emblemático
revela la realidad que afecta a la edu-
cación pública sin que las autorida-
des la hayan asumido. Han preferido
destinar ingentes recursos para sol-
ventar la educación universitaria, vía
la “gratuidad”, iniciativa virtuosa
pero mal implementada, porque se
debe comenzar por la formación es-
colar. ¿Por qué se habrá preferido be-
neficiar a jóvenes universitarios?

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Caída del Instituto Nacional

Su caso revela la realidad

que afecta a la educación

pública. 

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog.

Por
Álvaro Góngora

La revelación que hiciera el arquitecto Alejandro
Aravena, de que grupos narcos habían reconstrui-
do parte de las viviendas dañadas en el megaincen-
dio de la Región de Valparaíso de febrero de 2024,

causó comprensible alarma en la opinión pública y, ade-
más, abre importantes interrogantes respecto de la capaci-
dad del Estado para realizar las tareas que compromete. 

Aravena, quien colaboró con la Municipalidad de Vi-
ña en el esfuerzo reconstructivo, relató —en entrevista
con T13 Radio— que en marzo, cuando ya tenía los dise-
ños de las viviendas nuevas y se aprestaba a seguir el largo
camino burocrático para le-
vantarlas, notó que al otro
lado de la quebrada, en po-
cas semanas, un grupo de vi-
viendas ya estaban comple-
tamente reconstruidas, como si nunca hubiese habido un
incendio. Agregó que los grupos narcos que claramente
las financiaron anunciaban por altoparlantes a los vecinos
que, si conversaban con las autoridades que catastraban el
sector para reconstruirlo, “se las quemarían”. Esto da
cuenta del método extorsivo con el que actúan, en su obje-
tivo de controlar territorios para mantener sus operacio-
nes fuera del alcance de la ley.

La otra cara de la medalla que estos hechos revelan es la
incapacidad del Estado para controlar a esas bandas y, junto
con ello, la exasperante y burocrática lentitud para ejecutar

las soluciones que este ofrece. Aravena relató que le tomó el
resto del año —de marzo a diciembre— para “navegar” el
pantanoso camino de permisos, autorizaciones, controles y
otros, para que sus proyectos arquitectónicos pudieran es-
tar en condiciones de ponerse en práctica. La propia alcal-
desa de Viña, en tanto, hizo hace algunas semanas otra reve-
lación sorprendente, esta referida al incendio de diciembre
de 2022 en su comuna: a más de dos años de ocurridos los
hechos, solo 100 de los 400 propietarios de viviendas daña-
das han tenido acceso a subsidio y menos de 25 de esas vi-
viendas han sido reconstruidas. 

Las fallas del Estado, tan-
to para controlar a grupos
narcos ilegales, que actúan a
vista y paciencia de los veci-
nos, como su lentitud para

entregar soluciones a los problemas ciudadanos, como este
caso evidencia, son dos muestras más del gigantesco proble-
ma que enfrenta el país en su aparato público. El contraste
entre el hecho de tener ya más de un millón de funcionarios
y la marcada deficiencia en la entrega de las prestaciones que
promete —crecientes listas de espera en cirugías y mala cali-
dad de la educación pública son vivos ejemplos de ello—
hace necesario incorporar este tema al debate político de la
campaña presidencial en marcha, especialmente si la candi-
data del Partido Comunista pone énfasis en el Estado como
el principal agente que solucionará los problemas del país.

El crimen organizado avanza aprovechando

los vacíos que deja la inoperancia estatal.

¿Narcos en reconstrucción de Viña?

Preocupante es la forma en que la Dirección del Tra-
bajo (DT) ha tendido a exceder sus atribuciones
durante este gobierno, tanto por la vía de dictáme-
nes como por el modo en que ha desarrollado al-

gunas de sus acciones fiscalizadoras. Su interpretación res-
pecto de la forma de aplicar la reducción de jornada en la
Ley de 40 horas o su insólita decisión de suspender el fun-
cionamiento de una farmacia luego de haber sido esta vícti-
ma de un asalto son solo algunos ejemplos de lo que ha sido
una controvertida gestión. Ahora se encuentra en el centro
de otra polémica, luego de un dictamen que reinterpreta
las normas sobre negociación
colectiva y servicios míni-
mos, permitiendo que se
pueda iniciar aquella sin que
tales servicios hayan sido
previamente calificados. 

La figura de los servicios mínimos fue introducida con
la reforma laboral de 2016, buscando equilibrar el derecho
a huelga con la necesidad de mantener ciertas funciones
esenciales que, de interrumpirse, implicarían una eventual
afectación de la vida, la salud y la seguridad de las perso-
nas; ello, además de proteger las instalaciones de la empre-
sa y evitar accidentes. Precisamente, porque su sentido es
prevenir situaciones que pondrían en riesgo bienes jurídi-
cos relevantes es que el artículo 360 del Código del Trabajo
establece que “los servicios mínimos y los equipos de
emergencia deberán ser calificados antes del inicio de la ne-
gociación colectiva”. Así, la redacción de la norma parecie-
ra no dejar espacio a controversias y de ese modo lo enten-
dió desde entonces la propia DT que, bajo sucesivas admi-

nistraciones, mantuvo similar interpretación. El pasado 4
de julio, sin embargo, el actual director, Pablo Zenteno
(PC), emitió un nuevo dictamen mediante el cual reconsi-
dera la doctrina sostenida por el organismo durante casi
diez años y, realizando una particular interpretación, con-
cluye que la suspensión de la negociación colectiva solo
aplica en un caso específico, cuando en una empresa en que
no existía sindicato se comunica la constitución de uno. 

Esta reinterpretación ha generado justificada preocu-
pación entre los gremios empresariales, pues significa
abrir la posibilidad de que una huelga puede llevarse a

cabo sin servicios mínimos,
con los riesgos que aquello
conlleva, introduciendo un
factor que tensiona el proce-
so negociador y altera sus

equilibrios. Pero se trata, además, de un duro golpe a la
certeza jurídica, en que luego de una década y sin que ha-
ya existido modificación legal de por medio, una decisión
administrativa viene a cambiar el marco normativo. Con
ello se confirma una deriva en la cual un órgano fiscaliza-
dor concebido para garantizar el efectivo cumplimiento
de la legislación laboral, parece devenir en una suerte de
poder normativo de facto. Junto con sus delicados alcances
institucionales, esta expansión silenciosa de atribuciones
tiene también consecuencias concretas sobre el funciona-
miento de la economía y, en particular, del mercado labo-
ral. Y es que, cuando una institución excede sus atribucio-
nes, deja de proteger derechos y, en cambio, los pone en
riesgo, partiendo por aquel básico y a menudo olvidado
derecho a la seguridad jurídica.

Esta reinterpretación normativa es otro duro

golpe contra la certeza jurídica.

Servicios mínimos

El tiempo oficia de señor de la vida y de
la historia humana. Nunca ceja en su
tránsito y arrastra a todos consigo, como
un huracán empedernido que levanta con
furia lo que está a su
paso. En tal sentido,
su señorío es insupe-
rable y nadie resiste
su avance, aunque
algunas personas,
obras y sucesos su-
peran los alcances
de su propio presen-
te para ser reconoci-
dos en un período
posterior. 

Don tiempo, así
también puede ser
llamado, crece y cre-
ce con insistencia
cada día y, dada su paradójica condición,
a la par que se incrementa, nota que men-
gua lo que le resta, pues mientras su “bra-
zo” se estira para vivir más, toma nota de
que disminuye paulatinamente lo que de

la misma vida le es factible asir.
El tiempo es, al menos para algunos, “el

sentido de la vida”. Coincido en parte con
esta afirmación, ya que en cierto modo el

tiempo es sin duda
uno de los aspectos
más característicos
del significado que
su propia existencia
tiene para cada ser
humano. Ningún in-
dividuo suele pen-
sarse a sí mismo y
meditar en torno a
su recorrido sin con-
cebir el tiempo en su
dimensión bifronte:
tanto ofrece posibi-
l idad como hace
manifiesto el límite.

Simultáneamente, el tiempo ejerce de luz
y de sombra: el rato que suma es el mis-
mo rato que ya extingue. 

D Í A  A  D Í A

El señor tiempo
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E N F O Q U E S  I N T E R N A C I O N A L E S

Reacción internacional adversa
No se ven indicios de que Netanya-

hu escuche los llamados a terminar la
guerra y parece imposible llegar a un
acuerdo para la entrega de los rehenes
que todavía están en manos de Ha-
mas. La última ronda de negociacio-
nes, que se desarrolló por dos sema-
nas en Qatar, a partir del 6 de julio, ter-
minó con ambas partes culpando a la
otra del fracaso. Witkoff acusó a Ha-
mas de no actuar de “buena fe”, mien-
tras este dijo que Israel había añadido
nuevas condiciones sobre el desplie-
gue de sus fuerzas en Gaza. 

En paralelo se desarrollan otras ini-
ciativas. La semana pasada, en Nacio-
nes Unidas, en Nueva York, se realizó
una conferencia en la que se firmó una
declaración que insistió en la solución
de dos Estados para el conflicto en
Medio Oriente. Tal vez lo más rele-
vante, la misma fue rubricada por los
22 países de la Liga Árabe, los que por
primera vez se han sumado a una pe-
tición para que Hamas entregue las
armas y el gobierno de Gaza. Este pro-

nunciamiento es inédito, porque los
líderes árabes habían sido tradicional-
mente reacios a condenar a Hamas. El
grupo extremista reaccionó con poco
entusiasmo. En una declaración, insis-
tió en que la situación palestina es “un
asunto interno”, exigió el reconoci-
miento “incondicional” de un Estado
palestino y elecciones generales en la
Autoridad Palestina, hoy en manos
del deslegitimado Mahmoud Abbas,
representante del partido político
contrario a Hamas. 

Que entre los firmantes estuvieran
Francia y Gran Bretaña, cuyos líderes
acaban de pronunciarse a favor de re-
conocer el Estado palestino, es indica-
tivo de que ambos países buscan pre-
sionar a Israel para que termine pron-
to el conflicto y entrar a negociaciones
sobre el futuro del Medio Oriente.
Mientras Emmanuel Macron anunció
que haría el reconocimiento en la pró-
xima Asamblea General, en septiem-
bre, Keir Starmer dijo que lo haría si
no había antes un cese del fuego. Aun-

que ambos anuncios han suscitado
—aparte de críticas de la Casa Blan-
ca— controversia respecto de su real
eficacia, dan cuenta de un cambio de
actitud que se está dando en la esfera
global frente a Tel Aviv y entre tradi-
cionales aliados occidentales. Ello
también se refleja en la opinión públi-
ca: según una encuesta reciente del
Pew Institute, las opiniones positivas
respecto de Israel han disminuido
nueve puntos porcentuales durante la
guerra; otro estudio muestra que, en
20 de 24 países encuestados, las opi-
niones desfavorables superan a las fa-
vorables.

Un eventual aislamiento de Israel
dejaría en una difícil situación a Ne-
tanyahu, que ve crecer la oposición in-
terna y teme que con el fin de la guerra
puede llegar también el de su gobier-
no, sustentado en parte en el apoyo de
los pequeños partidos de ultradere-
cha, que ven la conquista de Gaza y el
desplazamiento de su población co-
mo un objetivo prioritario.

Si al inicio la ofensiva israelí contra
el terrorismo de Hamas —cuyos mili-
tantes asesinaron a 1.200 judíos y se-
cuestraron a 251 en un criminal ata-
que en 2023— fue justificada interna-
cionalmente como un acto de legítima
defensa ante la agresión, la prolonga-
ción de la guerra, lo destructivo de las
acciones militares y el desdén de las
autoridades israelíes por las conse-
cuencias de sus operativos en Gaza
han ido provocando cada vez más re-
chazo, incluso de sectores que al co-
mienzo no fueron tan críticos. En Isra-
el, donde la opinión pública ha apo-
yado masivamente al gobierno en su
esfuerzo por recuperar a los rehenes y
destruir a Hamas, crecen los cuestio-
namientos a lo que algunos han llega-
do a calificar de “limpieza étnica” y
hasta de “genocidio”. 

Las encuestas mostraban en junio
que los israelíes (64,5%) no estaban
preocupados por la situación huma-
nitaria de Gaza, y que dos tercios de

ellos pensaban que las operaciones
militares no necesitaban tomar en
cuenta (o muy poco) el sufrimiento de
los civiles palestinos. Sin embargo, en
las últimas semanas han aumentado
las protestas contra la guerra y a favor
del cese del fuego, y se han conocido
duras críticas de personalidades, co-
mo el ex primer ministro Ehud Ol-
mert; intelectuales, como el escritor
David Grossman, y activistas de dere-
chos humanos israelíes. En días re-
cientes, dos de estos grupos han de-
nunciado —por primera vez— que el
gobierno de Benjamin Netanyahu es-
tá efectuando “una acción coordinada
y deliberada para destruir la sociedad
palestina” en Gaza. Hablan de la po-
blación “desplazada, bombardeada y
hambrienta”, de la “destrucción cal-
culada y sistemática de la infraestruc-
tura”, e incluso de genocidio. A estas
declaraciones, el gobierno responde
que no hay tal, porque “no hay inten-
ción” de esto, y que se comprueba con

la masiva entrega de asistencia huma-
nitaria.

Las angustiantes condiciones que
se viven en Gaza son consecuencia di-
recta de un bloqueo israelí a la ayuda
internacional repartida por agencias
de la ONU y ONGs occidentales, que
comenzó en marzo y duró dos meses.
Luego, Israel implementó un sistema
de distribución de alimentos y medi-
cinas a cargo de la Fundación Huma-
nitaria de Gaza, que tiene apoyo de
EE.UU., pero que es blanco de duras
recriminaciones por la falta de seguri-
dad en los sitios de entrega, donde ci-
viles han sido muertos o heridos por
las fuerzas israelíes. El viernes, el en-
viado especial de Donald Trump a la
región, Steve Witkoff, realizó una vi-
sita a Gaza, desde donde aseguró que
diseñaría un plan para mejorar la dis-
tribución. Estados Unidos, que ha
apoyado férreamente a Netanyahu,
tiene gran responsabilidad en resol-
ver la dramática situación.

Hambre en Gaza
El Programa Mundial de Alimentos señala que unas 470 mil personas están padeciendo
condiciones parecidas a una hambruna en Gaza; entre ellas, 90 mil mujeres y niños. La grave
situación humanitaria provocada por la guerra, que va a cumplir tres años, conmueve e indigna a la
comunidad internacional.

Q U I E N  E S P E R A  D E S E S P E R A

—Aquí te lo traigo, querida. Ya puedes ordenar tu pedido.
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